	Fecha
	16 de agosto de 1932
	Sesión número
	55

	Motivo: Habeas Corpus

	Recurrente: Maclovia Rivera Aguilera

	Tutelado: Miguel Ángel Guerra Rivera

	Recurrido: Oficina de Investigación

	Objeto del recurso: La recurrente reclama la persecución penal de su hijo, el tutelado, quien es un menor de únicamente 8 años.

	Respuesta del recurrido: El menor en cuestión, hijo adoptivo de la recurrente, comete continuos robos y hurtos, además de otras faltas, con la aparente complicidad de la recurrente, quien se beneficia de éstas. 

	Parte dispositiva
	Sin lugar (al estar en abandono y riesgo social el menor, procede su internamiento en el Hospicio de Huérfanos o el Colegio Salesiano). VS de los Magistrados Solórzano, Castro, Fernández Rodríguez, Fernández Bolandi y el Conjuez Odio Méndez.


N° 55
SESIÓN ORDINARIA DE LA CORTE PLENA celebrada a las dos de la tarde del diez y seis de agosto de mil novecientos treinta y dos, con asistencia de los señores Magistrados: Oreamuno (Presidente), Trejos, Dávila, Vargas Pacheco, Guardia, Solórzano, Guzmán, Fernández Bolandi, Castro y Fernández Rodríguez, y Conjuez Emiliano Odio Méndez.

Artículo XX
MACLOVIA RIVERA AGUILERA interpone recurso de Hábeas Corpus a favor del menor MIGUEL ÁNGEL GUERRA RIVERA, y en el escrito respectivo manifiesta lo siguiente: “Tengo un hijo legítimo llamado Miguel Ángel Guerra Rivera, menor de ocho años. Hace un año y medio quedé viuda y mi hijo, desde entonces, sufre las consecuencias de mi estado, pues habiendo quedado sin amparo, me dedico a servir en las casas para atender a sus necesidades. Tal vez las malas juntas lo habrán hecho aparecer como inclinado a lo malo, pero en todo caso, la ley no le da autorización a ninguna autoridad para hacerlo responsable de delito, si se respetan las normas del Código Penal, que establece en el artículo 32 que está exento de responsabilidad por los actos u omisiones legalmente imputables el menor que no hubiere cumplido diez años. El Código de Procedimientos Penales prohíbe detener a un menor de la categoría de mi hijo, y sin embargo el Director de Detectives lo ha detenido el ocho del corriente mes, ya en la Penitenciaría, ya en la Primera Sección de Policía, por lo cual vengo a establecer Hábeas Corpus en su beneficio, a fin de que se le dé inmediata libertad”. Pedido informe al Director de Detectives, éste lo rinde en los términos siguientes: “Por propia confesión de la recurrente y del mismo menor Guerra, puede hacerse constar que dicha mujer no es madre del menor, sino únicamente su protectora, ya que lo recogió a la edad de dos años. Desde hace mucho tiempo este niño menor, mal cuidado y peor educado por esa mujer, ha dedicado sus actividades a toda clase de fechorías en una forma verdaderamente audaz. Varias veces esta Oficina, debido precisamente a la irresponsabilidad del menor, los asuntos se arreglaron sin darle cuenta a autoridad judicial alguna. Sin embargo, de unos veintidós días a esta parte, ese niño ha aumentado sus procedimientos y con un plazo de días, se ha introducido a los establecimientos de Demetrio Pérez Terán, Alfonso Bravo Roig y al Mercado Central. Los dos primero robos puestos en conocimiento del Juez Primero del Crimen, no con el objeto de que fuera castigado el menor, sino con el de, si fuere posible, alejarlo del dominio de esa mujer y hacer recaer sobre ésta la responsabilidad que moral o materialmente le cabe en esos delitos, pues en uno de ellos la mercadería sustraída se encontró guardada en su casa de habitación. Sin embargo, a causa de falta de pruebas, no fue posible sanción alguna y el niño Guerra volvió nuevamente a ser entregado a la que dice ser su madre.  Pocos días después de estos hechos, se introdujo al Mercado Central y de un tramo sustrajo una suma que subía a más de cien colones; fue capturado por uno de los guardas en el interior de ese establecimiento. Ante esa evidencia, ante esa repetición de hechos, no era posible que las autoridades de policía permaneciéramos contemplando la labor delictuosa de este niño. No era posible que esa mujer siguiera encauzando a ese niño por el camino que lleva, en una escuela de vicio y de crimen, convirtiendo su vida en un futuro que hace realmente temblar de espanto. Y ante ese dilema, ante esa situación peligrosa, esta Oficina optó por dar cuenta al Patronato Nacional de la Infancia del hecho y retener al menor mientras se hacen las gestiones necesarias para recluir a ese niño en el Hospicio de Huérfano o en el Colegio de Salesianos, para impedir que al amparo de esa mujer llegue a convertirse en el más hábil de nuestros delincuentes. No existiendo Casa de Corrección para menores, ni pudiendo enviarse a ese niño a la Cárcel de Varones, esta oficina l ha mantenido durante la noche en la Primera Sección de Policía y durante el día en este Departamento, mientras se ultiman los procedimientos de reclusión. Puede haberse abusado de la autoridad de que dispone esta autoridad, pero no en perjuicio de nadie, sino para beneficio de la sociedad y de este pobre niño que no ha conocido otro calor que el de una mujer que no ha sabido educarlo y que quizá protesta por cuanto lamenta no percibir el lucro de la conducta de ese niño. Ojalá que siempre el abuso de autoridad permitiera hacerlo en una obra de tal justicia y de tal nobleza como la que se ejecuta en este caso. No es nuestra misión solamente perseguir y castigar el delito, sino también evitarlo, restringiendo por medio de procedimientos que indiquen la preocupación por los problemas sociales, uno de los cuales está en la educación de la niñez, inculcándole ideas de trabajo y honradez. No es posible que, basados en un principio de irresponsabilidad, se entregue nuevamente a esa mujer el cuidado de ese niño, para que continúe por ese mismo camino de crimen y de perdición. Y en esa labor se ha empeñado esta Oficina, sin ningún abuso de autoridad, sin ningún otro interés que el de evitar que las autoridades del país aporten ellas mismas su contingente para lanzar al abismo a un niño que puede ser el día de mañana hombre de provecho. Como es natural, la actual situación no faculta mucho la entrada de los niños en esos establecimientos de caridad, y a pesar de que las gestiones van muy bien encaminadas, no se ha podido obtener todavía la respuesta definitiva a esas gestiones, en que ayuda también el Patronato Nacional de la Infancia. Mientras el menor huérfano se encuentra al amparo de este Departamento, que lo atiende como es debido en su alimentación y en sus necesidades, alejándolo de aquellos que pudieran inclinarlo por un camino de delito. Tal es el informe que me permito rendir. En las Alcaldías Primera y Segunda de lo Penal consta que el menor es huérfano; la misma recurrente lo ha declarado, el mismo menor lo sabe. Las razones expuestas demostrarán a ese Alto Tribunal que se trata de una obra de humanidad y de justicia; si el procedimiento ha sido malo, si el recurso es aceptado, esta autoridad respetará su fallo y pondrá al menor en manos de esa mujer. No se trata de castigar a un delincuente; se trata de evitar que nuestra delincuencia se aumente con un aventajado actor”.
Previo el estudio del caso, se resolvió: declarar sin lugar el recurso, porque del informe del señor Director de Detectives aparece que lo que se pretende es recluir al menor, por su calidad de huérfano y para su corrección, en el Hospicio de Huérfanos o en el Colegio de Salesianos; en consecuencia, las medidas tomadas tienen buen apoyo en los artículos 18 y 55 del Reglamento de Policía y leyes concordantes, y no puede decirse, por lo mismo, que esté restringido en su libertad arbitrariamente.
Los Magistrados Solórzano, Castro y Fernández Rodríguez declararon con lugar el recurso porque, como se trata de un menor de diez años, por ello irresponsable, no puede ser detenido en un establecimiento penal; sin que esto impida que las autoridades de policía tomen las medidas legales apropiadas a su mejor dirección y vida, y que los ofendidos por sus actos exijan de quien corresponda la reparación civil de los daños causados (artículos 1047 del Código Civil y 207 del Código Penal).

El Magistrado Fernández Bolandi, no obstante que aplaude el celo desplegado en este caso por el señor Director General de Detectives, estima que, de acuerdo con el artículo 1° de la Ley de Hábeas Corpus, no es dable mantener la forma de detención a que está sometido el menor, siendo de advertir que el ordenar la libertad que se pide no coarta la acción de las autoridades de policía para proceder como lo determina el artículo 55 del Reglamento General de Policía. Y declara, en consecuencia, con lugar el recurso.

El Conjuez Odio declaró con lugar el recurso porque estima que no está dentro de las atribuciones de la Oficina de Investigación la de detener menores, cuando no sea con un fin propio de su cargo; que la ley, hoy por hoy, cuando se trata de menores que no estén bajo la patria potestad, por separación o muerte de sus padres, no señala otro camino que el de encargar al Ministerio Público que haga la gestión ante el Juez Civil correspondiente para proveerlo de tutor; que no parece regular que un menor de ocho años permanezca detenido indefinidamente en una oficina que no es un Asilo, esperando que se realice la promesa de instalarlo más adelante en una forma conveniente.

